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abril de 1880 y 5 de noviembre de 1980, se ha dictado Sentencia 
oon fecha 5 de mayo de 1882, cuya parte dispositiva es como 
sigue:

«Fallamos: Que estimando el recurso interpuesto por don 
César San Nicolás Torralba, contra acuerdos del Consejo Supre­
mo de Justicia Militar de dieciocho de abril de mil novecientos 
ochenta y de cinco de noviembre de mil novecientos ochenta, 
sobre haber pasivo de retiro dimanante del Decreto-ley seis/ 
mil novecientos setenta y ocho, debemos «anular y anulamos los 
referidos acuerdos, como disconformes a derecho y en su lugar 
declaramos el derecho del recurrente a que se le efectúe nuevo 
señalamiento de pensión' de retiro con porcentaje del noventa 
por ciento sobre la base correspondiente, con especial condena 
en costas a la Administración.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará én el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En sú virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1958, y en uso de las facultades que me 
confiere el artículo 3.” de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 27 de julio de 1882.—Por delegación, el Secretario 

general para Asuntos de Personal y Acción - Social, Federico 
Michavila Pallares.

Exorno. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar.

25156 ORDEN 111/01514/1982, de 27 de julio, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia del Tri­
bunal Supremo, dictada con fecha 17 de febrero 
de 1982, en el recurso contencioso-administrativo in­
terpuesto por don Angel Sanz Alvarez, Cabo de In­
genieros.

Exorno. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Angel Sanz Alva­
rez, Cabo de Ingenieros, quien postula por sí mismo, y de otra, 
como demandada, la Administración Pública, representada y 
defendida por el Abogado del Estado, contra acuerdos del Con­
sejo Supremo de Justicia Militar, de 28 de mayo y 19 de 
noviembre de 1980, se ha dictado sentencia con fecha 17 de 
febrero de 1982, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por don Angel Sanz Alvarez, en su propio 
nombre, contra los acuerdos del Consejo Supremo de Justicia 
Militar, de veintiocho de mayo y diecinueve de noviembre de 
mil novecientos ochenta, por lo que respectivamente se deter­
minó el haber pasivo del recurrente y Se confirmó en reposi­
ción el anterior, debemos declarar y declaramos no conformes 
a derecho y anulamos dichos acuerdos en cuanto al porcentaje 
del sueldo regulador, que ha de ser el noventa en vez del 
treinta, efectuándose nuevo señalamiento con sujeción a esto; 
con expresa imposición de costas a la Administración.

Así por esta nuestra sentencia que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e ^insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, definitivamente juzgando, lo pronunciamos, 'mandamos y 
firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la- Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1856, y en uso de las facultades que me oonfie- 
re el articulo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa núme­
ro 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 27 de julio de 1982.—Por delegación, el Secretario 

general para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico 
Michavila Pallarés.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar.

25157 ORDEN 111/01515/1982, de 27 de julio, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia del Tri­
bunal Supremo, dictada con fecha 6 de mayo de 

1982, en el recurso contencioso-administrativo inter­
puesto por don Luis Tutor Martín, Cabo de Inge­
nieros.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo 
entre partes, de una, como demandante, don Luis Tutor Martin, 
Cabo de Ingenieros, quien postula por sí mismo, y de otra, como

demandada, la Administración Pública, representada y defendi­
da por el Abogado del Estado, contra acuerdo del Consejo Su­
premo de Justicia Militar, de 5 de noviembre de 1980, se ha 
dictado sentencia con fecha 6 de mayo de 1982, cuya parte 
dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando el recurso interpuesto por don Luis 
Tutor Martín, contra acuerdo del Consejo Supremo de Justicia 
Militar de cinco de noviembre de mÚ novecientos ochenta, 
sobre haber pasivo de retiro dimanante del Decreto-ley seis/ 
mil novecientos setenta y ocho, debemos anular y anulamos el 
referido acuerdo, como disconforme a derecho y en su lugar 
declaramos el derecho del recurrente a-que se le efectúe nuevo 
señalamiento de pensión de retiro con porcentaje del noventa por 
ciento sobre la base correspondiente, con especial condena en 
costas a la Administración.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confie­
re el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E,
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 27 de julio de 1982.—Por delegación, el Secretario 

general para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico 
Michavila Pallarés,

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar.

25158 ORDEN 111/01516/1982, de 27 de julio, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia del Tri­
bunal Supremo, dictada con fecha 3 de junio de 
1982, en el recurso contencioso-administrativo inter­
puesto por don Juan Fernández Aguilar, Sargento 
de Infantería.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo 
entre partes, de una, como demandante, don Juan Fernández 
Aguilar, Sargento de Infantería, quien postula por sí mismo, y 
de otra, como demandada, la Administración Pública, represen­
tada y defendida por el Abogado del Estado, contra acuerdos del 
Consejo Supremo de Justicia Militar de 28 de mayo de 1980 y 
de 11 de febrero de 1981, se ha dictado sentencia, con fecha 
3 de junio de 1982, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando el recurso interpuesto por don 
Juan Fernández Aguilar, contra acuerdos del Consejo Supremo 
de Justicia Militar de veintiocho de mayo de mil novecientos 
ochenta y de once de febrero de mil novecientos ochenta y uno, 
sobre haber pasivo de retiro dimanante del Decreto-ley seis/ 
mil novecientos setenta y ocho, debemos anular y anulamos los 
referidos acuerdos, como disconformes a derecho y en su lugar 
declaramos el derecho del recurrente a que Se le efectúe nuevo 
señalamiento de pensión de retiro con porcentaje del noventa por 
ciento sobre la base correspondiente, con especial condena en 
costas a la Administración.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confie­
re el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa núme­
ro 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus pro-, 
píos términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos año9.
Madrid, 27 de julio de 1982.—Por delegación, el Secretario 

general para Asientos de Personal y Acción Social Federico 
Michavila Pallarés.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo
dé Justicia Militar.

25159 ORDEN 111/01547/1982, de 13 de agosto, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 6 de mayo 
de 1982, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Diego Sánchez Climent, Briga­
da de Infantería.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partee, de una, como demandante, don Diego Sánchez Oli-



ment, Brigada de Infantería, quien postula por si mismo, y de 
otra, como demandada, la Administración Pública, representada 
y defendida por el Abogado deil Estado, contra acuerdos del Con­
sejo Su Tremo de Justicia Militar de 30 de enero de 1980 y 8 de 
abril de 1981, se ha dictado sentencia con fecha 8 de mayo de 
1982, cuya parto dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando el recurso interpuesto por don 
Diego Sánchez Climent, contra acuerdos del Consejo Supremo 
de Justicia Militar de treinta- de enero de mil novecientos ochen­
ta y de ocho de abril de mil novecientos ochenta y uno. sobre ha­
ber pasivo de retiro dimanante del Decreto-ley seis/mil nove­
cientos setenta y ocho, debemos anular y anulamos los referidos 
acuerdos, como disconformes a derecho y en su lugar declara­
mos el derecho del recurrente a que se le efectúe nuevo señala- 
minto de pensión de retiro con porcentaje del noventa por cien­
to sobre la base correspondiente, con especial concena en costas 
a la Administración.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicara en el Bole­
tín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legislativa”, 
lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En sü virtud, de conformidad con io establecido en la Ley 
Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de ias facultades que me confiere 
el articulo 3.° de la Orden dei Ministerio de Defensa número 
54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla,en sus propios 
términos la expresada sentencia.

Lo ’us digo a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid 13 de agosto de-1982.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico. Michavila 
Paüarés.
Exorno. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo de

Justicia Militar.

Mº DE OBRAS PUBLICAS 
Y URBANISMO

25160
ORDEN de 21 de julio de 1982 por la que se re­
suelve asunto de conformidad con lo dispuesto en 
la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urba­
na, texto refundido de 9 de abril de 1976, y en el 
Real Decreto 2093/1979, de 3 de agosto, y la Orden 
ministerial de 6 de junio de 1979 con indicación de 
la resolución recaída.

Ilmo. Sr.: De conformidad con lo dispuesto en la Ley sobre 
Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, texto refundido de 9 
de abril de 1978, y en el Real Decreto 2093/1979, de 3 de 
agosto, y la Orden ministerial de 6 de junio de 1979, se re­
suelve el asunto que se indica.

1. Barañaín (Navarra) .—Recursos de alzada interpuestos 
por don Juan Luis Uranga Saitfesteban en nombre y representa­
ción de la Caja de Ahorros de Navarra, don Francisco  Javier 
Urmeneta Lazcano en representación de la Entidad marcantil 
«Izurnieta, Sociedad Anónima», y doña María Doores Izu Iba- 
rrola y hermanas contra el acuerdo de la Comisión Provincial 
de Urbanismo de’ Navarra de fecha 30 de septiembre de 1981, 
aprobatoria del Plan general de Barañaín (Navarra).

Se acordó:

Primero.—Estimar en parte el recurso de alzada interpuesto 
por don Juan Luis Uranga en representación de la Caja de 
Ahorros de Navarra, en el sentido de que el acuerdo de 30 de 
septiembre de 1981 debe entenderse no como acuerdo aprobato­
rio del Plan genera* de Barañaín. sino que suspendía la pro­
bación definitiva con el fin de que el Concejo subsanara las 
deficiencias señaladas en el mismo.

Segundo.—Desestimar el resto de las alegaciones formuladas 
por don Juan Luis Uranga en representación de la Caja de 
Ahorros de Navarra.

Tercero.—Desestimar los recursos de alzada interpuestos por 
don Francisco Javier Urmeneta Lazcano en representación de 
«Izurmeta, S. A.», y por doña María Dolores Izu Ibarrola y her­
manas.

Cuarto —Entender como acto de aprobación definitiva el Plan 
gsnerl de Barañaín, el acuerdo de la Comisión Provincial de 
Urbanismo de 3 de febrero de 1982 que ratificaba el acuerdo 
do la Delegación Provincial de Navarra del Ministerio de Obras 
Públicas y Urbanismo, por el que se consideraban cumplidas las 
condiciones impuestas en acuerdo de la Comisión Provincial de 
Urbanismo de 30 de septiembre de 1981, y consideraba ejecutivo 
y aplicable el Plan general de ordenación de Barañaín.

Lo que se publica en este «Boletín Oficial del Estado de con­
formidad con lo dispuesto en el artículo 44 del texto refundido de 
la I.ey del Suelo, significando que contra esta resolución minis­
terial cabe la interposición del recurso contencioso-administra-

tivo ante la Audiencia Nacional en el plazo de dos meses a 
contar desde el día siguiente al de esta publicación. También 
cabe, con carácter potestativo y previo ai contencioso-adminis- 
trativo, al interposición del recurso de reposición ante el Minis­
tro de Obras Públicas y Urbanismo en el plazo de un mes a 
contar, igualmente, desde el día siguiente al de esta publicación, 
en cuyo supuesto, el recurso contencioso-administrativo habrá de 
interponerse en el plazo de dos meses contados desde el día si­
guiente a la notificación del acuerdo resolutorio del recurso de 
reposición, si es expreso, o si no lo fuere, en el plazo de un 
año a contar de la. fecha de interposición del recurso de repo­
sición.

Lo que digo a V. I.
Madrid, 21 de julio de 1982.—P. D., el Subsecretario de Obras 

Públicas y Urbanismo, Juan Antonio Guitart y de Gregorio.

Ilmo. Sr. Director general de Acción Territorial y Urbanismo.

25161 RESOLUCION de 28 de junio de 1982, de la Direc­
ción General de Obras Hidráulicas, por la que se 
hace pública la concesión solicitada por doña Ana 
Fugueras Imbert, de un aprovechamiento de aguas 
públicas subálveas de la Riera de Capaspré, en 
término municipal de Calella (Barcelona), con des­
tino a riego.

Doña Ana Fugueras Imbert. ha solicitado la concesión de un 
aprovechamiento de aguas públicas subálveas de la Riera de 
Capaspré, en término municipal de Calella (Barcelona), con 
destino a riego, y

Esta Dirección General ha resuelto:
Conceder a doña Ana Fugueras Imbert, el aprovechamiento 

de un caudal de 0,36 litros por segundo continuos, de aguas pú­
blicas subálveas de la riera Capaspré, mediante pozo con ele­
vación mecánica, con destino al riego por aspersión mecánica de 
0,5924 hectáreas, sin que pueda sobrepasarse el volumen anual 
de 8.000 metros cúbicos por hectárea regada de una finca de 
su propiedad en el lugar 'denominado «Camp Rull» en término 
municipal de Calella (Barcelona) con sujeción a las siguientes 
condiciones

Primera.—Las obras son las descritas en el Proyecto sus­
crito por el Ingeniero de Caminos, Canales y Puertos don Tomás 
Cazurra Pérez, visado por la Delegación de Barcelona del Co­
legio Oficia^ con el número de referencia 1424/1978, en el que 
figura un presupuesto de ejecución material de 199.747 pesetas, 
el cual se aprueba a los efectos de la presente concesión, en 
cuanto no se oponga a las condiciones de la misma. La Comi­
saria de Aguas - del Pirineo Oriental podrá autorizar pequeñas 
variaciones que tiendan al perfeccionamiento del proyecto y que 
no impliquen modificaciones en la esencia de la concesión.

Segunda.—Las obras comenzarán en el plazo de' un mes 
contado a partir de la fecha de publicación de la concesióp 
en el «Boletín Oficial del Estado» y deberán quedar termina­
das en el plazo de tres meses contados a partir de la misma 
fecha. La puesta en riego total deberá efectuarse en el plazo 
máximo de un año contado a partir de la terminación de las 
obras.

Tercera —La Administración no responde del caudal que se 
concede y su modulación vendrá fijada por la potencia del gru­
po elevador instalado de 2 C.V. y cuyo tiempo de funcionamien­
to se establece en cuatro horas diarias. No obstante, se podrá 
obligar a la concesionaria a la instalación, a su costa, de 
los dispositivos de control o moduladores de caudal de ias carac­
terísticas que se establezcan. El Servicio comprobará especial­
mente que e! volumen utilizado por la concesionaria no exceda 
en ningún caso del que se autoriza, sin que diariamente pueda 
derivarse un volumen superior a 31.104 litros.

Cuarta.—La concesionaria presentará con la solicitud de apro­
bación del acta de reconocimiento final de las obras, un anejo 
al proyecto en el que figure la red de aspersión establecida y 
su cálculo.

Quinta.—La inspección y vigilancia de las obras e instala­
ciones, durante el periodo de explotación del aprovechamiento, 
quedará a cargo de la Comisaría de Aguas del Pirineo Oriental, 
siendo de cuenta de la concesionaria las remuneraciones y 
gastos que por dichos conceptos se originen. Terminados los 
trabajos y previo aviso de la concesionaria, so procederá a su 
reconocimiento por el Comisario Jefe o Ingeniro del Servicio 
en quien delegue, levantándose acta en la que conste ei cum­
plimiento de estas condiciones, sin que pueda comenzar la ex­
plotación antes de aprobar este acta lá Dirección General de 
Obras Hidráulicas.

Sexta.—Se concede la ocupación de los terrenos de dominio 
público necesarios para las obras. Las servidumbres legales 
serán decretadas, en su caso, por la Autoridad competente.

Séptima.—El agua que se concede queda adscrita a la tie­
rra. quedando prohibido su enajenación, cesión o arriendo con 
Independencia de aquélla.

Octava.—La Administración se reserva el derecho de tomar 
de la concesión los -volúmenes de agua que sean necesarios 
para toda clase de obras públicas, en la forma que estime 
conveniente, pero sin perjudicar las obras de aquélla.

Novena —Esta concesión se otorga por un plazo de noventa 
y nueve años, sin perjuicio de tercero y salvo el derecho de


